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Señor Presidente:

En atención a la designación que nos fuera hecha dentro del trámite del proyecto de ley, por medio de la cual se establecen mecanismos para fomentar acciones afirmativas en procura de la igualdad salarial entre mujeres y hombres en Colombia y se establecen otras disposiciones, presentamos ante la honorable Comisión el texto que contiene el informe para segundo debate, para efectos de lo cual nos permitimos hacer las siguientes consideraciones:

1. ANTECEDENTES

1. Por intermedio de las y los honorables Congresistas integrantes de la bancada MIRA, se presentó el día 20 de julio de 2010 a consideración del Congreso, un proyecto de ley que garantice la igualdad salarial entre hombres y mujeres en Colombia, acatando de esta manera los convenios 100 (Igualdad de remuneración Convenio) y 111 (Igualdad en el empleo) de la OIT, ratificados por Colombia en el año 1963 y 1969, respectivamente, y sobre los cuales aún está en deuda de legislar. El proyecto de ley se radicó en la Comisión Séptima de Cámara el día 28 de julio del mismo año.

2. Argumentan los autores, en primer lugar, que en Colombia la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres es una cuenta pendiente por resolver, que requiere de instrumentos jurídicos para su consecución. Igualmente, exponen que resulta de trascendental importancia, en efecto, d iseñar una norma que apunte a combatir todas las manifestaciones de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, que en materia salarial se mantienen presentes en el escenario laboral de nuestro país, principalmente hacia las mujeres. La exigencia de promover y garantizar mecanismos que permitan eliminar toda forma de discriminación en esta materia contribuirá de manera eficaz en el desarrollo económico de nuestra sociedad, pues les permitirá a las autoridades ejercer mayor control sobre las diversas formas en que se camufla y mimetiza la discriminación laboral salarial en nuestro país.

3. El proyecto fue aprobado en sus dos debates en Cámara y continúa su trámite en el Senado de la República.

4. El pasado 22 de noviembre fue aprobado en Comisión Séptima del Senado de la República con el respaldo unánime de los miembros de la misma.

2. CONTEXTO DEL PROYECTO

Como ha sido reiterativo en la fundamentación del proyecto y en las ponencias presentadas en los debates de la Cámara de Representantes, el problema de la desigualdad salarial entre hombres y mujeres en Colombia ha sido persistente a pesar de la especial protección que la Constitución de 1991 ha establecido en favor de la mujer. Es por esta razón que el proyecto de ley busca promover y garantizar mecanismos que permitan eliminar toda forma de discriminación en materia salarial y laboral, dotando a las autoridades de facultades para ejercer un mayor control sobre las diversas formas en que se camufla y mimetiza la discriminación laboral salarial en nuestro país.

Ha sido indispensable establecer medidas que garanticen, en el marco de una sociedad predominantemente machista, la generación de espacios de equidad, el campo del trabajo no es la excepción y aunque si bien es cierto que existe una prohibición constitucional y legal de establecer tratos discriminatorios, en la práctica son comunes, como se verá posteriormente, la discriminación por razone s de sexo especialmente en materia salarial.

Es necesario recalcar el deber que el Congreso de la República tiene de asumir el desarrollo de la Carta Política y el bloque de constitucionalidad sobre la garantía y protección de los derechos de las mujeres y establecer herramientas que contribuyan a reducir la desigualdad en las oportunidades entre los hombres y las mujeres en todos los ámbitos de la vida. Colombia no puede ni debe ser ajena por virtud de los compromisos que ha adquirido con la comunidad internacional a través de varios instrumentos internacionales, entre ellos los Convenios (números 100 - 111) relativos a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor, adoptados el 29 de junio de 1951 y el 4 de junio de 1958, respectivamente, por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su trigésima cuarta reunión, de la cual Colombia es Estado Parte.

3. MARCO JURÍDICO DEL PROYECTO

Se trata de una iniciativa legislativa, con fundamento en el artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, con la cual busca garantizar la igualdad salarial entre hombres y mujeres en Colombia, acatando de esta manera los convenios 100 (Igualdad de remuneración Convenio) y 111 (Igualdad en el empleo) de la OIT, ratificados por Colombia.

¿ FUNDAMENTOS DE ORDEN CONSTITUCIONAL

Este proyecto se fundamenta en los artículos 13 (derecho a la igualdad), 43 (igualdad de género) y 53 (principios constitucionales del trabajo). Así mismo y atendiendo al bloque de constitucionalidad en los convenios 100 (Igualdad de remuneración Convenio) y 111 (Igualdad en el empleo) de la OIT, ratificados por Colombia.

4. CONSIDERACIONES

¿ IGUALDAD DE LA MUJER EN EL ORDENAMIENTO CONSTITUCIONAL Y LEGAL EN COLOMBIA

La situación de la mujer en Colombia ha tenido grandes avances en los últimos 50 años; su inclusión en la vida política y en el escenario económico ha dado lugar a la mejora de sus derechos y al reconocimiento de su dignidad. No obstante, en la sociedad actual continúan presentándose situaciones de discriminación y violencia que, si bien han sido denunciadas reiterativamente, no han encontrado eco en el desarrollo de políticas públicas encaminadas a su superación.

Podrían señalarse varias causas para esta situación, entre ellas son de gran importancia: la permanencia de un conflicto en el cual la mujer ha sido una de las mayores víctimas y la llamada por María Emma Wills ¿inclusión sin representación¿ en el ámbito político. Estas causas serán el objeto de reflexión del presente documento.

El conflicto armado se ha constituido en uno de los mayores obstáculos para el desarrollo social de la mujer, este es uno de los factores generadores de mayor violencia, situación que según algunas ONG como la Liga de Mujeres Desplazadas ¿viene empeorando la situación de inequidad, discriminación, violencia de género, particularmente de violencia sexual, en las regiones más afectadas por el mismo, así como aumenta la alarmante situación de deterioro de los medios de expresión y participación democráticos para resolver el conflicto social en Colombia¿.

Esta situación ha permanecido a pesar de los avances legislativos (tanto de orden interno como de carácter internacional) que se han dado a favor de la mujer. Ejemplo de ello ha sido la inclusión dentro del ordenamiento jurídico de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer o la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y su posterior desarrollo jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional.

Según el artículo 3º de la Declaración para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer: ¿La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, civil y de cualquier otra índole. Entre estos derechos figuran:

a) El derecho a la vida;

b) El derecho a la igualdad;

c) El derecho a la libertad y la seguridad de la persona;

d) El derecho a igual protección ante la ley;

e) El derecho a verse libre de todas las formas de discriminación;

f) El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar;

g) El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables;

h) El derecho a no ser sometida a tortura, ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes¿.

Así mismo, la Corte Constitucional ha reiterado este criterio en Sentencia T-496 de 2008, así:

¿Son claros y múltiples los mandatos constitucionales que obligan a las autoridades colombianas a prodigar protección a la mujer frente a todo tipo de violencia y discriminación. (i) El artículo 1° de la Constitución establece que Colombia es un Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. (ii) El artículo 2° consagra como uno de los fines esenciales del Estado el de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, y dispone inequívocamente que ¿las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares¿. (iii) El artículo 5° dispone que el Estado ¿reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona¿. (iv) El artículo 13 establece que ¿todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo¿, y obliga al Estado a promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, así como a adoptar ¿medidas en favor de grupos discriminados o marginados¿. (v) El artículo 22 consagra el derecho a la paz. (vi) Y el artículo 43 dispone inequívocamente que ¿la mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades¿, y que ¿la mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación¿, obligando al Estado a prestar especial protección a la maternidad y a las mujeres cabeza de familia¿.

En ese mismo sentido, la Resolución 49.25 de la Asamblea Mundial de la Salud ha considerado que la violencia es un tema de salud pública y cuando se trata de violencia contra la mujer, es un tema tanto de salud pública como de derechos humanos que requiere de una acción concertada de los gobiernos. Lo anterior se sustenta en cifras que tanto a nivel nacional como internacional son preocupantes; por ejemplo, según la OMS, en distintas partes del mundo, entre 16% y 52% de las mujeres experimentan violencia física de parte de sus compañeros, y por lo menos una de cada cinco mujeres son objeto de violación o intento de violación en el transcurso de su vida (eso en el caso de la violencia física y sexual). Para esta misma entidad, la violación y la tortura sexual son usadas sistemáticamente como armas de guerra.

De acuerdo con la ONU, la violencia contra la mujer también puede t ener repercusiones intergeneracionales y pone como ejemplo, uno que día a día se repite en nuestro territorio: los varones que son testigos de las golpizas que sus madres reciben de sus compañeros tienen mayor probabilidad que otros niños de usar la violencia para resolver desacuerdos cuando sean adultos. En el caso de las niñas que presencian el mismo tipo de violencia tienen mayor probabilidad que otras niñas de establecer relaciones en las que serán maltratadas por sus compañeros. Por lo tanto, la violencia tiende a transmitirse de una generación a la siguiente.

En materia de representación, la académica colombiana María Emma Wills ha planteado desde hace algunos años que en Colombia existe en materia política para las mujeres ¿inclusión sin representación¿. Su estudio arroja importantes resultados sobre la participación política de las mujeres en los niveles de decisión, y termina por concluir que si bien la participación de las mujeres ha ido en aumento, son pocas las que realmente representan los intereses de las mujeres en las posiciones en las cuales se encuentran.

El aumento de esta participación se ha debido fundamentalmente a la consagración constitucional de los derechos de la mujer como la prohibición de la discriminación por cuestiones de género (artículo 13), la garantía de una adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles decisorios de la Administración Pública (artículo 40), la igualdad de derechos y oportunidades, la especial asistencia y protección del Estado para la maternidad, el apoyo especial a la mujer cabeza de familia (artículo 43) y la protección especial a la mujer y a la maternidad en materia laboral (artículo 53) y a la existencia de instrumentos internacionales como la Declaración Universal en contra de todas las formas de Discriminación contra la Mujer.

Así mismo, la expedición de leyes como la 581 de 2000 posibilitó la implementación de una Ley de Cuotas a favor de las mujeres para el acceso a los cargos decisorios de la administración pública. En el caso de la elección popular, han sido varios los intentos por reconocer una ley de la misma naturaleza; sin embargo, esta tarea ha sido más complicada básicamente, porque no solo debe garantizarse que los partidos incluyan por lo menos un 30% de candidatas en sus listas, sino que estas puedan entrar a competir con una real igualdad de condiciones y que en los propios partidos exista una política de género que permita a las mujeres ser incluidas en sus órganos decisorios.

No obstante, la discrimin ación continúa siendo frecuente y el mundo laboral es uno de los campos donde es más palpable esta práctica, así lo veremos a continuación.

¿ LA DISCRIMINACIÓN DE REMUNERACIÓN EN EL CASO COLOMBIANO

Como se ha visto anteriormente, el tema de la igualdad de género en Colombia se encuentra atravesado por una serie de luchas que han dado resultados en aspectos importantes, especialmente en materia jurídica, no obstante, estudios demuestran que la discriminación de la mujer persiste en aspectos económicos y sociales, sin que hasta el momento se hayan tomado medidas efectivas para combatirla.

Dentro de estos estudios son pertinentes para el presente proyecto de ley aquellos que demuestran la profunda desigualdad salarial entre hombres y mujeres en Colombia. Desde el momento en que las mujeres ingresaron masivamente al mercado laboral, se detectó una importante diferencia en la remuneración percibida y en las condiciones generales del empleo derivada de la persistencia de una cultura profundamente machista.

De acuerdo con María del Pilar Fernández, investigadora de la Universidad de los Andes, ¿¿ esta incursión de las mujeres al mercado de trabajo ha estado acompañada de una gran desigualdad en los ingresos laborales frente a los percibidos por los hombres, tanto que entre 1976 y 1995, la brecha salarial por género fluctuó entre el 36% y el 21%¿
[1][1]. Para esta investigadora, las razones de esta desigualdad son muchas; sin embargo, destaca que las mujeres ¿¿todavía son las principales responsables de las labores del hogar y la familia, situación ante la cual la respuesta del mercado puede ser la de pagarles menores salarios o la segregación ocupacional. Trabajos empíricos como los de Waldfogel (1998) y Anderson et ál (2003) encuentran evidencia de que existen penalidades asociadas con la tenencia de hijos y las interrupciones en la vida laboral de las mujeres. Por ejemplo, Waldfogel (1998) encuentra que las mujeres con hijos ganan entre un 10% y 15% menos que las mujeres solteras sin hijos, incluso después de controlar por productividad. Es más, el diferencial p ersiste cuando se controla por experiencia efectiva y duración de la jornada laboral¿
[2][2].

No solo se trata de una diferencia en la remuneración percibida, sino en otro tipo de fenómenos como la desigualdad en el acceso al trabajo, los beneficios laborales y las oportunidades de ascenso
[3][3]. La diferencia salarial encuentra muchos orígenes, desde aquellos de orden cultural y social, como aquellos de orden estrictamente económico.

En el ámbito cultural, como se recordó anteriormente, gran parte de la discriminación se explica en el hecho de que la mujer continúa llevando el mayor peso del hogar y de la formación de los hijos en el marco de una cultura predominantemente patriarcal (que aunque se ha transformado en las últimas décadas, aún se mantiene) que se refleja en las relaciones de pareja y filiales y que se ha reproducido por medio del sistema educativo y los medios de comunicación, entre otros
[4][4].

Esta situación cultural se ha visto exaltada por la existencia del conflicto interno en Colombia, donde según las cifras, las mujeres padecen con mayor rigor los efectos de la guerra, la pobreza y la violencia en todos sus aspectos. El 54% de las mujeres en Colombia viven por debajo del umbral de la pobreza, mientras que la media nacional es del 46%. Además, el 45% de la población que vive en la indigencia son mujeres. De acuerdo con Acnur, las mujeres y niñas conforman más de dos tercios de la población desplazada en Colombia, una de las más grandes en el mundo. En medio del conflicto, muchas han sufrido de violencia directa relacionada con el hecho de ser mujeres.

En materia económica, como se dijo anteriormente, es la población femenina la que sufre con mayor rigor la pobreza; ellas no solo deben asegurar su sustento, sino que deben cargar mayoritariamente con el sustento de los hijos.

Frente a la remuneración propiamente dicha, los estudios demuestran que durante los últimos años la desigualdad salarial entre hombres y mujeres ha ido en aumento. De acuerdo con el estudio del economista Christian Manuel Posso, ¿En el periodo 1984-2005 se registró un incremento substancial en la desigualdad salarial en especial a partir de 1995, momento en el cual también se dio un crecimiento significativo de la población asalariada con educación postsecundaria¿
[5][5], el acceso a la educación postsecundaria y la apertura del mercado a personas con este tipo de educación, lo que generó cambios significativos en la distribución de las características de los asalariados. La situación de inequidad se encuentra polarizada; son los sectores más altos y más bajos de la población los que tienen mayores diferencias en la remuneración, que va de un 15 a un 25 por ciento
[6][6].

Esta desigualdad en la remuneración salarial no solo constituye en sí misma una grave vulneración de los derechos de la mujer: tiene importantes repercusiones en la realidad presente y futura de las mujeres. Para María del Pilar Fernández ¿Al recibir menores salarios y tener carreras profesionales interrumpidas por los roles de madre y de cuidado del hogar, las mujeres tendrán menores ahorros pensionales. Esto aplica especialmente en el caso de fondos de pensiones privadas bajo la modalidad de rentas vitalicias, en los cuales se calculan los beneficios pensionales como función de la cantidad ahorrada y de la expectativa de vida de los individuos, tal como lo señala Uribe (2002). Así, dados los menores ingresos de las mujeres y su mayor expectativa de vida, las pensiones que recibirá este grupo de la población serán menores¿
[7][7].

Por todas estas razones, las medidas tomadas en favor de la mujer y de su igualdad salarial con respecto a las mujeres serán fundamentales para el cumplimiento de sus derechos constitucionales y el mejoramiento de sus condiciones de vida.

5. IMPACTO FISCAL

¿ Con el fin de dar viabilidad financiera al presente proyecto se propone la realización de los respectivos estudios de impacto fiscal que den lugar a la sostenibilidad del sistema.

6. MODIFICACIONES

Dado el alcance del presente proyecto se hace necesario hacer las siguientes modificaciones concertadas por los ponentes:
	Texto aprobado en Comisión
	Texto con modificaciones

	Artículo 4°. Factores de valoración salarial. Son criterios orientadores, obligatorios para el empleador en materia salarial o de remuneración los siguientes:

a) La naturaleza de la actividad a realizar;

b) Acceso a los medios de formación profesional;

c) Condiciones en la admisión en el empleo;

d) Condiciones de trabajo;

e) La igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación;

f) Otros complementos salariales.

Parágrafo 1°. Para efectos de garantizar lo aquí dispuesto el Ministerio de la Protección Social y la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, de que trata la Ley 278 de 1996, desarrollarán por consenso los criterios de aplicación de los factores de valoración.

Parágrafo 2°. Dentro del año siguiente a la expedición de la presente norma, expedirá el decreto reglamentario por medio del cual se establecen las reglas de construcción de los factores de valoración salarial aquí señalados.

Parágrafo 3°. El incumplimiento a la implementación de los criterios establecidos en el decreto reglamentario, por parte del empleador dará lugar a multas de cincuenta (50) hasta quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes imputables a la empresa. El Ministerio de la Protección Social, por medio de la autoridad que delegue fijará la sanción a imponerse la cual se hará efectiva a través del Servicio Nacional de Aprendizaje Sena.
	Artículo 4°. Factores de valoración salarial. Son criterios orientadores, obligatorios para el empleador en materia salarial o de remuneración, los siguientes:

a) La naturaleza de la actividad que a realizar;

b) Acceso a los medios de formación profesional;

c) Condiciones en la admisión en el empleo;

d) Condiciones de trabajo;

e) La igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación;

f) Otros complementos salariales.

Parágrafo 1°. Para efectos de garantizar lo aquí dispuesto el Ministerio del Trabajo y la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, de que trata la Ley 278 de 1996, desarrollarán por consenso los criterios de aplicación de los factores de valoración.

Parágrafo 2°. Dentro del año siguiente a la expedición de la presente norma, expedirá el decreto reglamentario por medio del cual se establecen las reglas de construcción de los factores de valoración salarial aquí señalados.

Parágrafo 3°. El incumplimiento a la implementación de los criterios establecidos en el decreto reglamentario, por parte del empleador dará lugar a multas de cincuenta (50) hasta quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes imputables a la empresa. El Ministerio del Trabajo, por medio de la autoridad que delegue fijará la sanción a imponerse la cual se hará efectiva a través del Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena).

	Artículo 5°. Registro. Con el fin de garantizar igualdad salarial o de remuneración, las empresas, tanto del sector público y privado, tendrán la obligación de llevar un registro de perfil y asignación de cargos por sexo, funciones y remuneración, discriminando clase o tipo y forma contractual.

El incumplimiento a esta disposición generará multas de hasta ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. El Ministerio de la Protección Social, por medio de la autoridad que delegue fijará la sanción a imponerse la cual se hará efectiva a través del Servicio Nacional de Aprendizaje Sena.

Parágrafo. Al inicio de cada legislatura, el Gobierno Nacional, a través de la autoridad que delegue, presentará a las Comisiones Séptimas Constitucionales del Congreso de la República informe escrito sobre la situación comparativa de las condiciones de empleo, remuneración y formación de mujeres y hombres en el mercado laboral. El informe podrá ser complementado con indicadores que tengan en cuenta la situación particular de las empresas o entidades.
	Artículo 5°. Registro. Con el fin de garantizar igualdad salarial o de remuneración, las empresas, tanto del sector público y privado, tendrán la obligación de llevar un registro de perfil y asignación de cargos por sexo, funciones y remuneración, discriminando clase o tipo y forma contractual.

El incumplimiento a esta disposición generará multas de hasta ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. El Ministerio del Trabajo, por medio de la autoridad que delegue, fijará la sanción a imponerse, la cual se hará efectiva a través del Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena).
Parágrafo. Al inicio de cada legislatura, el Gobierno Nacional, a través de la autoridad que delegue, presentará a las Comisiones Séptimas Constitucionales del Congreso de la República informe escrito sobre la situación comparativa de las condiciones de empleo, remuneración y formación de mujeres y hombres en el mercado laboral. El informe podrá ser complementado con indicadores que tengan en cuenta la situación particular de las empresas o entidades.

	Artículo 6°. Auditorías. El Ministerio de la Protección Social implementará auditorías a las empresas de manera aleatoria y a partir de muestras representativas por sectores económicos que permitan verificar las prácticas de la empresa en materia de igualdad salarial o de remuneración.

Para los fines del cumplimiento de esta disposición, el funcionario encargado por el Ministerio de realizar la vigilancia y control, una vez verifique la transgresión de las disposiciones aquí contenidas, podrá imponer las sanciones señaladas en el numeral 2° del artículo 486 y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo.

Parágrafo. En todo caso de tensión entre la igualdad de retribución y la libertad contractual de las partes se preferirá la primera. 
	Artículo 6°. Auditorías. El Ministerio del Trabajo implementará auditorías a las empresas de manera aleatoria y a partir de muestras representativas por sectores económicos que permitan verificar las prácticas de la empresa en materia de igualdad salarial o de remuneración.

Para los fines del cumplimiento de esta disposición, el funcionario encargado por el Ministerio para realizar la vigilancia y control, una vez verifique la transgresión de las disposiciones aquí contenidas, podrá imponer las sanciones señaladas en el numeral 2° del artículo 486 y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo.

Parágrafo. En todo caso de tensión entre la igualdad de retribución y la libertad contractual de las partes se preferirá la primera. 


7. PROPOSICIÓN

Dese segundo debate al Proyecto de ley número 279 de 2011 Senado, 015 de 2010 Cámara, por medio de la cual se garantiza la igualdad salarial y de cualqu ier forma de retribución laboral entre mujeres y hombres, se establecen mecanismos para erradicar cualquier forma de discriminación y se dictan otras disposiciones, con el texto que se expone a continuación.

Atentamente, 

Gloria Inés Ramírez Ríos, Édinson Delgado Ruiz, Senadores de la República.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los seis (6) días del mes de diciembre del año dos mil once (2011). En la presente fecha, se autoriza la publicación en la Gaceta del Congreso de la República, el informe de ponencia para segundo debate y texto propuesto para segundo debate, en diecinueve (19) folios, al Proyecto de ley número 279 de 2011 Senado, número 015 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establecen mecanismos para fomentar acciones afirmativas en procura de la igualdad salarial entre mujeres y hombres en Colombia y se establecen otras disposiciones. Autoría del proyecto de ley de los honorables Congresistas: Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez, Carlos Alberto Baena y Gloria Stella Díaz.

El Secretario,

Jesús María España Vergara.

8. TEXTO DEFINITIVO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 279 DE 2011 SENADO, 015 DE 2010 CÁMARA, 

por medio de la cual se garantiza la igualdad salarial y de cualquier forma de retribución laboral entre mujeres y hombres, se establecen mecanismos para erradicar cualquier forma de discriminación y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto garantizar la igualdad salarial y de cualquier forma de retribución laboral entre mujeres y hombres, fijar los mecanismos que permitan que dicha igualdad sea real y efectiva tanto en el sector público como en el privado y establecer los lineamientos generales que permitan erradicar cualquier forma discriminatoria en materia de retribución laboral.

Artículo 2°. El artículo 10 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así:

Artículo 10. Igualdad de los trabajadores y las trabajadoras. Todos los trabajadores y trabajadoras son iguales ante la ley, tienen la misma protección y garantías, en consecuencia, queda abolido cualquier tipo de distinción por razón del carácter intelectual o material de la labor, su forma o retribución, el género o sexo salvo las excepciones establecidas por la ley.

Artículo 3°. Definiciones.

Discriminación directa en materia de retribución laboral por razón del género o sexo: Toda situación de trato diferenciado injustificado, expreso o tácito, relacionado con la retribución económica percibida en desarrollo de una relación laboral, cualquiera sea su denominación por razones de género o sexo.

Discriminación indirecta en materia de retribución laboral por razón del género o sexo: Toda situación de trato diferenciado injustificado, expreso o tácito, en materia de remuneración laboral que se derive de norma, política, criterio o práctica laboral por razones de género o sexo.

Artículo 4°. Factores de valoración salarial. Son criterios orientadores, obligatorios para el empleador en materia salarial o de remuneración los siguientes:

a) La naturaleza de la actividad a realizar;

b) Acceso a los medios de formación profe- sional;

c) Condiciones en la admisión en el empleo;

d) Condiciones de trabajo;

e) La igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación;

f) Otros complementos salariales.

Parágrafo 1°. Para efectos de garantizar lo aquí dispuesto, el Ministerio del Trabajo y la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, de que trata la Ley 278 de 1996, desarrollarán por consenso los criterios de aplicación de los factores de valoración.

Parágrafo 2°. Dentro del año siguiente a la expedición de la presente norma, expedirá el decreto reglamentario por medio del cual se establecen las reglas de construcción de los factores de valoración salarial aquí señalados.

Parágrafo 3°. El incumplimiento a la implementación de los criterios establecidos en el decreto reglamentario por parte del empleador dará lugar a multas de cincuenta (50) hasta quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes imputables a la empresa. El Ministerio del Trabajo, por medio de la autoridad que delegue fijará la sanción a imponerse, la cual se hará efectiva a través del Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena).

Artículo 5°. Registro. Con el fin de garantizar igualdad salarial o de remuneración, las empresas, tanto del sector público y privado, tendrán la obligación de llevar un registro de perfil y asignación de cargos por sexo, funciones y remuneración, discriminando clase o tipo y forma contractual.

El incumplimiento a esta disposición generará multas de hasta ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. El Ministerio del Trabajo, por medio de la autoridad que delegue, fijará la sanción por imponerse, la cual se hará efectiva a través del Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena).

Parágrafo. Al inicio de cada legislatura, el Gobierno Nacional, a través de la autoridad que delegue, presentará a las Comisiones Séptimas Constitucionales del Congreso de la República informe escrito sobre la situación comparativa de las condiciones de empleo, remuneración y formación de mujeres y hombres en el mercado laboral. El informe podrá ser complementado con indicadores que tengan en cuenta la situación particular de las empresas o entidades.

Artículo 6°. Auditorías. El Ministerio del Trabajo implementará auditorías a las empresas de manera aleatoria y a partir de muestras representativas por sectores económicos que permitan verificar las prácticas de la empresa en materia de igualdad salarial o de remuneración.

Para los fines del cumplimiento de esta disposición, el funcionario encargado por el Ministerio para realizar la vigilancia y control, una vez verifique la transgresión de las disposiciones aquí contenidas, podrá imponer las sanciones señaladas en el numeral 2 del artículo 486 y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo.

Parágrafo. En todo caso de tensión entre la igualdad de retribución y la libertad contractual de las partes, se preferirá la primera.

Artículo 7°. El artículo 143 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así:

Artículo 143. A trabajo de igual valor, salario igual.

1. A trabajo igual desempeñado en puesto, jornada y condiciones de eficiencia también iguales, debe corresponder salario igual, comprendiendo en este todos los elementos a que se refiere el artículo 127.

2. No pueden establecerse diferencias en el salario por razones de edad, género, sexo, nacionalidad, raza, religión, opinión política o actividades sindicales.

3. Todo trato diferenciado en materia salarial o de remuneración, se presumirá injustificado hasta tanto el empleador demuestre factores objetivos de diferenciación.

Artículo 8°. El artículo 5° de la Ley 823 de 2003 quedará así:

Artículo 5°. Con el fin de promover y fortalecer el acceso de las mujeres al trabajo urbano y rural y a la generación de ingresos en condiciones de igualdad, el Gobierno Nacional deberá:

1. Desarrollar acciones y programas que aseguren la no discriminación de las mujeres en el trabajo y la aplicación del principio de salario igual a trabajo de igual valor. El incumplimiento de este principio dará lugar a la imposición de multas por parte del Ministerio del Trabajo, conforme a lo dispuesto en la legislación laboral.

2. Diseñar programas de formación y capacitación laboral para las mujeres, sin consideración a estereotipos sobre trabajos específicos de las mujeres. En especial, el Gobierno Nacional promoverá la incorporación de las mujeres al empleo en el sector de la construcción, mediante la sensibilización, la capacitación y el reconocimiento de incentivos a los empresarios del sector.

3. Brindar apoyo tecnológico, organizacional y gerencial a las micro-, pequeñas y medianas empresas dirigidas por mujeres y a las que empleen mayoritariamente personal femenino.

4. Divulgar, informar y sensibilizar a la sociedad y a las mujeres sobre sus derechos laborales y económicos, y sobre los mecanismos de protección de los mismos.

5. Garantizar a la mujer campesina el acceso a la propiedad o tenencia de la tierra y al crédito agrario, la asistencia técnica, la capacitación y la tecnología agropecuaria, para su adecuada explotación.

6. Vigilar y controlar el cumplimiento de las normas sobre seguridad social a favor de las mujeres trabajadoras, e imponer las sanciones legales cuando a ello hubiere lugar.

7. Realizar evaluaciones periódicas sobre las condiciones de trabajo de las mujeres, especialmente de las trabajadoras rurales, elaborar los registros estadísticos y adoptar las medidas correctivas pertinentes.

Artículo 9°. Adicionar al módulo E (Características Generales) de la Gran Encuesta Integrada de Hogares las siguientes variables.

1.1. Cargo que ocupa el encuestado o la encuestada en el empleo que desarrolla.

2.2. Exista una variable que permita desagregar dentro de los empleados cuáles son empleados de entidades públicas y cuáles de entidades privadas.

Artículo 10. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente

Gloria Inés Ramírez Ríos, Édinson Delgado Ruiz, Senadores de la República.

COMISION SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL HONORABLE  SENADO DE LA REPUBLICA
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El Secretario,

Jesús María España Vergara
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